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Introducción 

 Un reciente pronunciamiento del Máximo Tribunal de la Provincia de Córdoba 

nos invita a reflexionar sobre la posibilidad de intromisión del Estado, a través de una ley, 

en un Convenio Colectivo de Trabajo homologado y vigente1. 

El antecedente traído a consideración se ocupa; de determinar la posibilidad de 

que una ley provincial modifique un CCT de empresa, homologado por autoridad 

nacional,  negociado entre el Sindicato, en el caso, de Luz y Fuerza de Córdoba como 

signatario del CCT 165/75 y la Empresa Provincial de Energía de Córdoba – EPEC-. Así 

lo explicita el tribunal al comenzar su análisis, afirmando que “El conflicto traído a 

consideración se circunscribe a la posibilidad de que una ley provincial modifique un 

CCT de empresa”.  

Al respecto cabe recordar que, dentro del particular sistema de fuentes del derecho 

del trabajo, la relación entre la ley y el convenio colectivo de trabajo ha generado desde 

siempre profundas controversias. Y ello no es de extrañar, dado que la primera expresa la 

voluntad estatal, ávida por lo general de intervenir en el sistema de relaciones laborales –

nota que especialmente se observa en nuestro país- en tanto que la convención colectiva, 

fruto de la autonomía que debe reconocer cualquier organización democrática a los 

actores sociales, plasma la decisión pactada por estos últimos. Y, bueno es destacarlo 

desde el comienzo, se trata de una garantía reconocida a los gremios por el art. 14 bis de 

la Constitución Nacional, por lo cual, en principio y como regla, la ley –ni ningún otro 

tipo de manifestación del Estado- debería inmiscuirse en el producto natural de dicha 

negociación, en el convenio colectivo de trabajo homologado.  

Pero resulta ser que muchas veces los intereses de los distintos sujetos productores 

de sendas normas no son coincidentes, de allí que el Estado, en ejercicio de su poder 

soberano, ha dispuesto por diversas formas controlar, limitar y hasta cercenar el producto 

 
1 TSJ Córdoba, Sala Laboral, Sentencia del 23.12.2024 en autos “Molina Herrera, Jorge Enrique c Empresa 
Provincial de Energía (E.P.E.C.) – Ordinario – Haberes”.  



de aquella voluntad colectiva. El problema se agudiza cuando esta limitación e 

intromisión se realiza mediante una ley posterior a la convención colectiva y se modifica, 

deroga, o de cualquier forma se interfiere en los términos de aquélla, en sentido 

peyorativo para el trabajador.  

Este es el caso que nos ocupa, en tanto el máximo tribunal de justicia de Córdoba 

resolvió admitir el recurso de casación deducido por la EPEC y, en consecuencia, anular 

el pronunciamiento casado y rechazar la demanda incoada en contra de la Empresa 

Provincial de Energía de Córdoba, fundamentando su decisión en que la ley 10.548 no 

hace más que ratificar la potestad que tiene la Provincia para regular la actividad de que 

se trata, por ser el Estado Provincial el  responsable de fijar las políticas del sector 

eléctrico y de ejercer el control de la prestación de los servicios. 

Afirmó para así decidir que el ejercicio de dicha potestad, en el caso, se encuentra 

dentro de los límites legales y políticos tendientes a satisfacer el interés general de la 

población, motivo por el cual se sostuvo que, el impacto en la regulación convencional – 

art. 77 CCT 165/75- debe ceder, afirmando que “existen sólidas razones para limitar la 

subvención del consumo pautado convencionalmente por la EPEC y encuentra 

justificación en normas dictadas en protección del interés general”. A partir de esa 

premisa se sostuvo que la Ley Provincial 10.548 de modo alguno resulta violatoria de las 

garantías constitucionales, ni se erige en contra del marco normativo vigente.   

 

Antecedentes del caso.  

  El Sindicato de Luz y Fuerza de Córdoba (Capital) y el Sindicato Regional de Luz 

y Fuerza -sede Central Villa María- y el Sindicato de Luz y Fuerza de Río Cuarto son los 

signatarios, en representación de los trabajadores de la empresa EPEC, del Convenio 

Colectivo de Trabajo Nro. 165/75 (CCT 165/75) suscripto con ésta, con plena vigencia 

actual. 

El artículo 77 del CCT 165/75, establece en su primera parte, que en el consumo 

de energía eléctrica la Empresa tomará a su cargo el importe total de lo facturado por 

todos los conceptos a los trabajadores amparados por el CCT 165/756, lo cual alcanza a 

activos y jubilados, con ciertas limitaciones.  

Y así lo hizo la EPEC regularmente hasta septiembre del 2018, cuando comenzó 

a hacer efectiva las disposiciones de la Ley 10.548, por la que se dispuso la reducción de 



beneficios y/o bonificaciones sobre el valor de las tarifas de servicios públicos 

domiciliarios de provisión de energía, agua y saneamiento a los beneficiarios del CCT 

165/75. 

En síntesis, los actores sociales –trabajadores de Luz y Fuerza a través de su 

organización sindical y la empresa estatal empleadora- habían pactado por convenio 

colectivo un beneficio, consistente en una importante subvención sobre el consumo de 

energía. Vigente el convenio, y por aplicación de una ley provincial que así lo ordenó, la 

empresa dejó de cumplir dicha obligación convencional.  

La aplicación de la ley provincial por parte de la EPEC motivó reclamos judiciales 

individuales y colectivos, muchos de los cuales obtuvieron respuesta satisfactoria ante 

tribunales ordinarios de la provincia 2, ordenándose a dicha empresa que se abstenga en 

lo sucesivo de efectuar cobros en contravención al convenio colectivo vigente, es decir, 

priorizando la cláusula convencional por sobre la norma provincial que la afectó.  

En el caso “Molina Herrera” que motiva este comentario se revierte esta sana 

tendencia, aceptándose la posibilidad de que la ley posterior al convenio colectivo 

homologado modifique peyorativamente éste último.  

 

Doctrina judicial en la materia, soslayada por el tribunal provincial. La 

jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia de la Nación 

Hasta tal punto es cierto el postulado que indica que, como regla general, una 

convención colectiva de trabajo una vez homologada no debería ser modificada por ley 

en sentido perjudicial para el trabajador, que durante varias décadas de desarrollo de 

 

2 Sentencias PEREZ, JOSE ENRIQUE C/ EPEC - EMPRESA PROVINCIAL DE ENERGIA DE CORDOBA -
ORDINARIO-OTROS LABORA. EXPTE. 8816456. Cámara Laboral Río Cuarto, Pcia. de Córdoba; Sentencia 
411 28/11/23 GIROTTI, JUAN CARLOS C/ EMPRESA PROVINCIAL DE ENERGIA DE CORDOBA - EPEC - 
ORDINARIO - OTROS (LABORAL EXPTE 9364186, Cámara Laboral Río Cuarto, Pcia. de Córdoba y Sentencia 
-382 10/11/23 BARCHIESI, JUAN JOSE C/ EMPRESA PROVINCIAL DE ENERGIA DE CORDOBA - EPEC - 
ORDINARIO - OTROS (LABORAL) EXPTE 9395774 - Cámara Laboral Río Cuarto, Pcia. de Córdoba, entre 
otros.  

 



negociación colectiva en la Argentina no se observaron debates jurisprudenciales ni 

discusiones doctrinarias sobre la cuestión3.  

Se ha tomado nota de algún caso, sin que generara controversias en los tribunales 
4, pero recién a partir de 1979 encontramos antecedentes en la materia.  

La doctrina definitiva y última de la Corte consiste en admitir que sólo en 

situaciones de excepción y con ciertas limitaciones, el convenio colectivo de trabajo 

puede ser modificado o derogado por ley. Es decir, la siempre discutible situación de 

emergencia ha sustentado tal intromisión estatal. Y este postulado es producto de una 

evolución, como seguida y brevemente se expone, tendiente a priorizar la preeminencia 

del convenio.  

El primer pronunciamiento que anotamos es la causa “Romano, Adolfo Ramón y 

otros c/ Usina Municipal Popular de Tandil”5, resuelta el 31 de julio de 1979.   

Se trató de un caso en el cual la pretensión estaba dirigida a obtener la declaración 

de inconstitucionalidad del art. 2do. inc. “a” de la ley 21.476, en tanto mediante el mismo 

se derogaban todas las normas convencionales que establecían mayores beneficios que 

los consagrados en el régimen de contrato de trabajo. Se sentenció que la garantía 

acordada a los gremios de concertar convenciones colectivas de trabajo no excluye la 

posibilidad de que algunas de las disposiciones contenidas en los mismos sean dejadas 

sin efecto por una ley posterior. Se recordó que aquella garantía no es absoluta, que no 

importa alterar la prelación normativa que resulta del art. 31 de la Constitución Nacional 

y que sobre la ley cuestionada, respecto de la cual no se demostró que se hubiere excedido 

el límite de lo razonable, no podría prevalecer la norma de jerarquía inferior establecida 

en el convenio colectivo que se invoca.  Ello constituyó sin duda un grave desacierto, al 

desconocerse la distinción entre “orden jerárquico” y “orden de prelación” que rige en 

 
3 Un desarrollo más extenso de la cuestión puede encontrarse en TOSCA, Diego Martín, Relación entre 
convenio colectivo de trabajo y ley, en El derecho laboral y la Corte Suprema de Justicia de la Nación. Casos 
Típicos, VAZQUEZ VIALARD, Antonio y FERA, Mario, Coordinadores, La Ley, Buenos Aires, 2003, pág. 401 
y sig.  
4 El decreto 3032/75, que estableció la suspensión de los efectos de las cláusulas convencionales y 
estatutos especiales que establecían reajustes de remuneraciones, citado por Rodríguez Mancini en “Las 
instituciones del derecho colectivo del trabajo y la Constitución Nacional” en “Derecho Colectivo del 
Trabajo” pág. 58, Ed. La Ley, Bs. As. 1998.  
5 Fallos 301:608.  



derecho del trabajo. La norma inferior más beneficiosa prima sobre la superior que provee 

menores derechos.  

Esa primera doctrina de la Corte implicó no sólo un apartamiento del particular 

sistema de fuentes que rigen en materia laboral, sino, lo que es más grave, un 

desconocimiento de la autonomía colectiva como fuente creadora de derechos que sólo 

podrían ser disponibles, en principio, por otra convención posterior, pero no por la 

voluntad estatal.  

Una nueva postura es la que se adopta en la causa “Nordensthol, Gustavo Jorge c/ 

Subterráneos de Buenos Aires Sociedad del Estado” resuelta el 2 de abril de 1985 6 .  

En ese supuesto también la norma constitucionalmente impugnada era el art. 2do. 

inc. “a” de la ley 21.476, dado que en la especie se afectaba un beneficio proveniente del 

convenio colectivo 42/75, que preveía para el caso de despido del trabajador un régimen 

indemnizatorio más favorable que el estatuido en la ley general. Nuevamente el debate 

giró en torno del principio de jerarquía normativa, y otra vez la Corte, al adherir en su 

posición mayoritaria al dictamen del procurador general, sostuvo que no cabe admitir una 

antinomia entre el art. 14 bis de la Carta Magna –en base al cual se invocaba la supremacía 

del convenio- y el art. 31, del que se derivaría la prevalencia de la ley posterior. Se dijo 

que la hipotética oposición habría de resolverse en una “síntesis” de las respectivas 

cláusulas, y si alguna habría de privilegiarse sería la del art. 31 por ser cláusula cimera 

para determinar la jerarquía normativa global, para declarar, a renglón seguido, que la ley 

podría privar de efecto a la convención, con la condición de que hubiere sido dictada en 

consecuencia de la Constitución.  

Desde tal perspectiva de análisis se arribó a la conclusión que en el supuesto 

tratado se había configurado una real situación de emergencia, justificativa en 

consecuencia de las normas de excepción. Sin embargo, ello no autorizaría sin más la 

afectación del derecho proveniente de fuente autónoma, era preciso observar la 

razonabilidad del medio empleado para conjurar la emergencia, y si con ello la afectación 

no resultaba intolerable. Aquí fue donde la norma no sobrepasó el test constitucional al 

que fuera sometida: la imposibilidad de acceder al régimen indemnizatorio proveniente 

del convenio colectivo no impuso una limitación al derecho, sino que importó su lisa y 

 
6 Fallos 307:326. 



llana supresión. Se declaró de este modo la inconstitucionalidad del dispositivo legal 

modificatorio del régimen convencional.  

Este pronunciamiento constituye sin duda un verdadero punto de inflexión en la 

doctrina del Máximo Tribunal. Incorpora, a nuestro entender con acierto, la cuestión de 

los poderes de emergencia a la hora de evaluar la restricción de derechos ocurrida en 

circunstancias de excepción. Con ello corrige la anterior interpretación, que subestimando 

el valor de la convención colectiva como fuente privada o extraestatal de derechos, 

autorizaba su aniquilamiento por ley posterior, con la sola exigencia de la razonabilidad 

de la norma. Con “Nordensthol” la posición mayoritaria de la Corte coloca la cuestión en 

sus justos términos: un derecho proveniente de la autonomía privada –autonomía que, no 

debe soslayarse, goza de garantía constitucional- no puede ser afectado por una ley 

posterior en cualquier caso o circunstancia, pero sí puede admitirse cierta limitación 

cuando se presenta una situación de emergencia.  

 Y en la célebre causa “Soengas, Héctor c/ Ferrocarriles Argentinos” 7, resuelta el 

7 de agosto de 1990, la Corte aplica decididamente la doctrina abierta en “Nordensthol”, 

otorgando validez a la ley de emergencia que afectaba lo dispuesto en una convención 

colectiva, por entender que en ese supuesto sí se cumplían la totalidad de los requisitos 

que deben presentar las normas de emergencia para producir, sin agravio constitucional, 

efectos sobre derechos provenientes de la autonomía privada.  

En ese marco se valoró la razonabilidad del medio elegido para conjurar la 

situación de emergencia, llegándose a la conclusión que no resultaba irrazonable la 

medida adoptada por el citado art. 2do. inc. “d” de la ley 21.476. Para ello se tuvo 

especialmente en cuenta opiniones de la propia Organización Internacional del Trabajo 

que reconocen la facultad de las autoridades públicas para imponer, por motivos 

económicos generales, restricciones a la libre negociación salarial. Sin embargo, no pasó 

por alto que la intervención estatal no debería ir más allá del acto de homologación de la 

convención colectiva, quedando a partir de ese momento vedada al Estado la facultad de 

revisar las disposiciones. Se sostuvo, sin embargo, que si bien tal afirmación es posible 

de aceptarse como regla, no es insusceptible de excepciones cuando circunstancias graves 

impongan anteponer el interés general al sectorial.  

 
7 Fallos 313:664.  



En definitiva, en este caso la Corte ratifica el criterio expuesto en anteriores 

pronunciamientos consistente en afirmar la idoneidad de una ley de emergencia para 

afectar derechos provenientes de los convenios colectivos, siempre y cuando la norma 

estatal respete los requisitos que históricamente se ha exigido a tal regulación de 

excepción –que enumeráramos más arriba, citando a Bidart Campos-. Y dado que en este 

supuesto tal juicio resultó afirmativo, en particular la evaluación de la razonabilidad de la 

norma 8, la afectación del convenio colectivo se entendió constitucional.  

 Cabe recordar por último el  caso “Cocchia, Jorge  c/ Estado Nacional y otros”, 

resuelto el 2/12/93 9, que contiene, en principio y con la salvedad que formularemos, una 

nueva vuelta de tuerca en esta tormentosa relación entre intervención estatal y convenio 

colectivo homologado.  

La novedad está dada en razón que en este supuesto la supresión del derecho 

proveniente del convenio colectivo no surge de una ley –como en los anteriores 

analizados, no obstante haberse tratado de leyes dictadas por gobiernos surgidos al 

margen de la constitución- sino de un decreto del Poder Ejecutivo. Se trató del decreto 

817/92 10, mediante el cual dicho órgano derogó varios convenios colectivos de aplicación 

en la actividad portuaria y marítima, y dispuso otro tipo de limitaciones a la negociación 

colectiva, como la convocatoria para renegociar convenios en un marco en el cual se 

establecía, en el mismo decreto, condicionamientos a las materias que formarían objeto 

de la negociación.  

Pese a la grave afectación que como se ve la intervención estatal producía sobre 

el producto de la autonomía colectiva, el debate, en lo principal, no giró en torno a ello. 

La discusión fue encarada respecto de la legitimidad con que habría obrado el Poder 

Ejecutivo para dictar el decreto cuestionado –legitimidad de origen-. Y la controversia se 

resolvió declarando la constitucionalidad del decreto en cuanto a su génesis, para lo cual 

se tuvo en cuenta que el mismo fue dictado con invocación expresa de las leyes 23.696, 

23.697 y del decreto 2284/91, disposiciones que delinearon el proceso de reforma del 

Estado y de desregulación, que no fueron cuestionadas en su validez constitucional. 

Sentado ello, se explicitó que el decreto en cuestión es una norma reglamentaria que 

 
8 Se ha destacado en doctrina, con criterio que compartimos, que la Corte a la hora de decidir ha 
distinguido las instituciones afectadas en cada caso, para justificar o no la constitucional de la modificación 
de las cláusulas del convenio colectivo por ley (Rodríguez Mancini, en obra citada en nota 4, pág. 63).  
9 D.T. 1994-A pág. 661.  
10 D.T. 1992-B, pág. 1235.  



ejecuta la ley en las materias queridas por el Congreso, con fundamento constitucional en 

el juego armónico de los arts. 67 inc. 28 y 86 inc. 2 de la C.N. (texto anterior a la reforma 

de 1994).  

A través de los antecedentes analizados, que marcan una línea evolutiva y que 

consideramos que no debieron ser soslayados al resolver en “Molina Herrera”, es posible 

fijar, a modo de síntesis, las siguientes premisas. 

- Entre la ley estatal y el convenio colectivo de trabajo homologado no 

existe un orden jerárquico que lleve a otorgar primacía a aquélla. La 

Corte ha abandonado definitivamente la doctrina en tal sentido que 

expusiera en los primeros antecedentes.  

- El poder estatal, en situación de real emergencia y en ejercicio prudente 

y razonable de las facultades que se le ha reconocido en tales supuestos, 

puede mediante una ley limitar o suspender los efectos de convenios 

colectivos de trabajo. De concretarse esa posibilidad, corresponde 

observar especialmente la entidad del derecho que se afecta, cuidando 

que ello no importe su supresión lisa y llana.  

- Si la afectación de la normativa convencional se produce mediante una 

norma inferior a la ley, deberá observarse no sólo el cumplimiento de 

todos los recaudos que se exigen a la intromisión proveniente de fuente 

legal, sino también la legitimidad de origen de la medida del Poder 

Ejecutivo. 

 

 

Fundamentación de la prioridad que se asigna a la ley sobre el convenio colectivo en 

el caso “Molina Herrera”. Crítica.  

 Para resolver en la causa de referencia del modo que se adelantó, esto es, 

aceptando que la ley provincial 10.548 afecte –deje sin efecto- un beneficio convencional 

del CCT 165/75 “E”, el Tribunal Superior de Justicia de Córdoba consideró que “el 

interés general a resguardo en el año 1975 seguramente respondía a una coyuntura 

completamente diversa a la actual. Y si bien en ese momento pudo homologarse el art. 

77 CCT en atención a que el Estado estaba en condiciones de afrontar ese desembolso 

mensual, el contenido de dicha cláusula, por involucrar el consumo de energía eléctrica, 

quedó irremediablemente supeditado a las regulaciones legales sobre la materia”; 



aseverando para convalidar la ley que suprimió el beneficio convencional que “el objetivo 

de la ley respondió a criterios basados en el consumo sustentable y el uso racional de la 

energía, así como propender a la igualdad entre los consumidores. Va de suyo, entonces, 

que el Estado estaba facultado para instrumentar esos cambios, los que además no 

implicaron una reducción más que razonable de la prerrogativa convencional”.  

 Varias críticas despiertan tal fundamentación.  

 La consideración del interés general constituye, conforme el art. 4 apartado 2 de 

la ley 14.250, uno de los dos presupuestos esenciales exigidos para acceder a la 

homologación de un convenio colectivo de trabajo.  

 En ese momento inicial la autoridad de aplicación es la competente para observar 

la no afectación del interés general (y que la convención colectiva no contenga cláusulas 

violatorias de normas de orden público).  

 No resulta admisible, ya que ninguna norma confiere esa posibilidad, que la 

judicatura evalúe, luego que una convención colectiva se encuentra homologada, la 

compatibilidad o no del contenido de aquélla con el interés general, salvo, claro está, una 

situación de excepción o emergencia, como la considerada por la CSJN en los fallos 

reseñados, particularmente en “Nordensthol” y “Soengas”, la cual no se dio en el caso 

bajo análisis. 

 Esa hipotética situación de emergencia, en su caso, debería ser contemplada y 

consagrada por una  ley constitucionalmente aceptable, y eso no parece suceder con la 

ley 10.548 en lo referente a la afectación del convenio colectivo suscripto por los 

sindicatos de Luz y Fuerza y EPEC, porque se trata de una norma provincial que, por 

cierto, en modo alguno podría modificar un convenio colectivo homologado por la 

autoridad nacional -y esta sola descripción evidencia el dislate jurídico-, así como 

tampoco está habilitada para modificar el marco normativo de relaciones laborales 

regidas por la Ley de Contrato de Trabajo, puesto que se trata de una materia que, también 

en el límite de las garantías constitucionales, está reservada al Congreso de la Nación -

art. 75, inc. 12, Constitución Nacional-. 

 Por otro lado, en los citados precedentes ““Nordensthol” y “Soengas” el máximo 

tribunal de la República ha exigido, para aceptar la limitación de los beneficios 

provenientes de una convención colectivo, por parte de una ley, que no se trate de una 

supresión definitiva del derecho (justamente por avanzarse sobre este límite se invalidó 



la disposición legal que afectaba el convenio colectivo en “Nordensthol”), y en el caso 

bajo análisis el beneficio es cercenado definitivamente.  

 Esto último no puede ser zanjado por la muy discutible consideración que se 

formula en la sentencia sobre la supuesta naturaleza no salarial del beneficio suprimido. 

Se trata de una ventaja que el sector trabajador obtuvo en la negociación colectiva, ventaja 

o prerrogativa que nunca es gratuita. Seguramente hubo un juego de concesiones entre 

las partes en la instancia negocial, por lo que la eliminación de la bonificación por 

consumo de energía que convalida la sentencia, dando prioridad a la ley por sobre la 

norma convencional homologada, significa una alteración del equilibrio interno del 

convenio negociado.  

 No debió pasarse por alto a la hora de juzgar la constitucionalidad de una norma 

restrictiva de lo acordado por los sujetos colectivos el especial valor que la normativa 

internacional asigna a tales instrumentos, en particular en lo relativo a la libertad y 

autonomía que debe reconocérseles.  

Al respecto, resulta de particular consideración lo previsto por el Convenio 98 

sobre “Negociación colectiva” –art. 4to.-. en cuanto establece que los gobiernos deberán 

adoptar medidas adecuadas para estimular y fomentar el pleno desarrollo y uso de los 

procedimientos de negociación voluntaria.  

La Comisión de Expertos en aplicación de Convenios y Recomendaciones ha 

criticado tanto las medidas gubernamentales que restringen la gama de temas que pueden 

ser objeto de negociación, como la posibilidad de denegar la aprobación o homologación 

del convenio sobre criterios tales como la armonía del mismo con la política general o 

económica del gobierno, o las orientaciones oficiales en materia de salarios o condiciones 

de empleo, aceptándose sí la restricción por vicios de forma o por infringir normas 

mínimas establecidas en la legislación general, como así también la restricción temporaria 

a la negociación colectiva en materia salarial, cuando se procura una política de 

estabilización económica, y siempre que se garantice de manera efectiva el nivel de vida 

de los trabajadores  11.  

En el terreno específico de la convención ya homologada, se recuerda en doctrina 

el informe 293 caso 2684 del Comité de Libertad Sindical de la O.I.T., donde se sostuvo 

que “La suspensión o la derogación –por vía de decreto, sin el acuerdo de las partes- de 

convenciones colectivas pactadas libremente por las mismas, viola el principio de 

 
11 Informe de la nombrada Comisión, 81 reunión de la Conferencia Internacional del Trabajo, 1994.  



negociación colectiva libre y voluntaria establecida en el artículo 4 del Convenio 98. Si 

un convenio desea que las cláusulas de una convención colectiva vigente se ajusten a las 

pautas económicas del país, debe tratar de convencer a las partes de que tengan en cuenta 

voluntariamente tales consideraciones, sin imponerles la renegociación de los convenios 

colectivos vigentes 12.  

 En suma, si cuestiones de interés general –en el caso, la política energética de una 

provincia- se consideraban afectadas por las cargas que a una empresa estatal impone una 

convención colectiva de trabajo, el deber del Estado empleador era fomentar y obtener, 

en el marco de la negociación sectorial, un nuevo marco convencional13.  

 

Conclusión 

 No resulta constitucionalmente aceptable, en razón de la garantía reconocida a los 

gremios por el art. 14 bis de la Constitución Nacional para concertar convenios colectivos 

de trabajo, la afectación por ley posterior del marco normativo autónomamente 

alcanzado, ni la convalidación por parte de la judicatura de normas de tal índole con la 

excusa de preservar el interés general ya que, de aceptarse tal proceder, se pone en crisis 

todo el andamiaje regulatorio proveniente de la autonomía colectiva y, con ello, un pilar 

básico de la organización social y económica prevista en ley fundamental y, en última y 

definitoria instancia, del sistema democrático con participación de las entidades 

intermedias que todos los poderes del Estado deben salvaguardar.    

 

 

  

 

 

 
12 Citado por Gustavo Ciampa en “El caso Cocchia: La Corte y el derecho a la negociación colectiva” Revista 
La Causa Laboral, marzo de 2002.  
13 Debe tenerse en cuenta que el art. 24 de la Ley 14250 (texto según art. 18 de la Ley 25877) establece 
que "un convenio colectivo posterior puede modificar a un convenio colectivo anterior de igual ámbito" 
o sea que cabe inferir que el nuevo texto legal permite que el convenio posterior modifique el anterior de 
igual ámbito, en cualquier dirección pues si la voluntad del legislador hubiera sido la de habilitar 
únicamente las modificaciones favorables, así lo habría expresado, como lo hizo respecto de la sucesión 
de convenios de distinto ámbito (art. 24 inc. b). 
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